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			Si el trabajo duro fuera algo tan maravilloso los ricos se habrían buscado alguna manera de quedárselo todo. 




			 




			LANE KIRKLAND 




			 




			Y todos sabemos que es mejor. Ayer ha pasado. Ahora empecemos la vida para el que va a perdurar. 




			 




			CAT STEVENS 




			


			

			 




			Desde que tengo uso de memoria, en España el gran problema que afecta a la población es el empleo. Siempre ha sido un titular muy habitual en los periódicos. Tanto era así que cuando yo salí de la universidad, el paro no paraba de crecer y se acabó disparando hasta el 24,55 por ciento.1 Nos decían que nunca podríamos trabajar. Además, los Rolling Stones se separaban. Veintitrés años después Mick Jagger y sus chicos siguen en plena forma... y el paro sí bajó. De hecho, alcanzó mínimos históricos en 2003. 




			Sin embargo, recordar aquella época en la que el desempleo aumentaba sin control ayuda a ver con cierta perspectiva nuestra posición actual. 




			El día que terminé la carrera universitaria me sentía como un héroe. Recorría los pasillos de la Facultad de Empresariales de la Universidad Autónoma de Madrid como si hubiese crecido varios centímetros. Unos compañeros y yo fuimos a celebrarlo y, en el camino, Fernando, uno de ellos, me dijo: «Yo ya me he comprado cinco trajes». Las palabras «anda ya» me vinieron a la cabeza. Sin embargo, me daba cuenta de que tenía que empezar a ponerme las pilas para buscar trabajo. 




			Aquel día, mientras lo celebrábamos, a nadie le pareció raro que de toda una promoción de Empresariales ninguno de nosotros comentase la posibilidad de montar una empresa o crear nuestro propio empleo... Nuestro futuro pasaba, según las personas que nos rodeaban y de alguna forma nos guiaban, por encontrar un puesto en alguno de los megaconglomerados nacionales o en la Administración Pública. 




			Era el año 1991 y ya sufríamos una de las debilidades de nuestro mercado laboral, la aversión al riesgo. ¡Y estábamos en Empresariales! 




			Mi primera entrevista de trabajo... 




			«Has tenido suerte, chaval. Vuestra generación nunca alcanzará los niveles de salario y los puestos de la nuestra, pero al menos tú tendrás curro.» Le debían llamar «el motivador» al gurú que tenía delante. Mientras me contaba las excelencias de su envidiable tren de vida, miraba a mi alrededor. El despacho parecía un museo. Había más cadáveres de animales que títulos. Y si a mi interlocutor lo hubiéramos incluido en el elenco de La escopeta nacional, habrían acusado a Rafael Azcona y a Luis Berlanga de exagerar estereotipos. Gomina, camisa rosa con cuello y puños blancos, tirantes y chaqueta blazer con botones dorados. Intenté ver si los zapatos llevaban borlas pero no pude. 




			«En España necesitamos obreros, no economistas», seguía. «Menos idiomas y más sudor.» Y eso que estábamos en julio, y en Madrid, donde el aire acondicionado era un lujo poco generalizado en esa época. 




			Salí de aquel despacho con una oferta y la determinación de buscar cualquier otra opción antes que trabajar con ese señor. 




			Durante esa crisis entre 1991 y 1993 se mostraron muchos de los males endémicos del mercado laboral español: 




			 




			— Atacar el problema de productividad aumentando el paro o reduciendo los salarios. 




			— Rigidez del mercado laboral. 




			— Dependencia de sectores clientelares y muy subvencionados. 




			— Errores de la política de demanda. 




			 




			Muchos criticamos y hemos venido advirtiendo durante años sobre el gran obstáculo que supone un mercado laboral rígido a la hora de crear empleo, pero ¿qué es la rigidez del mercado laboral? Se trata de una serie de limitaciones institucionales, políticas sociales, legislativas, convenios colectivos, negociaciones centralizadas, acción sindical y directrices gubernamentales que intervienen en el mercado laboral. Ojo, no implica que no deba existir una normativa, pero la rigidez de las mismas supone que algunas de dichas medidas en vez de proteger y favorecer impiden el desarrollo y la creación de empleo. 




			Por ejemplo, en 1976,2 tras la muerte de Franco, se establecieron una serie de leyes laborales tan agresivas que prácticamente estaba prohibido despedir. Tal vez al lector le parezca una idea estupenda, pero el paro se duplicó en cinco años.3 Mientras tanto, los países nórdicos o anglosajones flexibilizaban sus legislaciones laborales y lograban reducir su desempleo. 




			La rigidez del mercado laboral suele darse por medidas legislativas que buscan activamente entorpecer un cambio de patrón de crecimiento o sostener el existente, cuando es obsoleto. Políticas que buscan perpetuar el poder en la negociación de ciertos agentes o que directamente suponen que el Estado deba decidir en todo el proceso de inversión. La rigidez no se limita a si un contrato es fijo o si es fácil despedir, sino a todo un conjunto de leyes y acciones que burocratizan, intervienen y entorpecen. Sólo protege en el papel, suena muy bien pero supone un freno a la contratación, un desincentivo a la inversión y, al aumentar el paro, no mejora la calidad de vida ni las opciones de los trabajadores.4 




			Si la rigidez del mercado laboral fuera una garantía de derechos, los países con mayor nivel de intervención tendrían mayores cotas de bienestar y menor desempleo. Sin embargo, ocurre lo contrario. Los ejemplos tan repetidos de los países nórdicos, que mencionaremos en el libro en varias ocasiones, son precisamente los que cuentan con mayor flexibilidad del mercado laboral.5 Y es que confundir protección con intervencionismo paternalista es un error común. El segundo no protege, destruye. Veremos los casos de Grecia, Francia o Argentina. 




			Sin embargo tendemos a dejarnos convencer de que en períodos de mayor intervención estábamos mejor. Y no es así. 




			La «revolución» del mercado laboral tras la dictadura de Franco, donde el mercado se equilibraba manteniendo a casi la mitad de la fuerza laboral en casa —mujeres— o emigrada, no había ayudado de manera especial a la transformación del patrón de crecimiento.6 




			A partir de 1980 la tasa de paro en España se ha mantenido de manera constante por encima de la de los países desarrollados (OCDE). Con la única excepción del período de la burbuja inmobiliaria (2002-2008), en el que España creció claramente por encima de su potencial, la tasa de paro española ha estado, como mínimo, 5 puntos porcentuales por encima de los países comparables, incluso a 10 puntos porcentuales a principios de los años noventa.7 




			Si bien nuestras empresas empezaban a competir en el extranjero, el modelo era claramente de demanda interna. Las fusiones entre las grandes empresas estatales del Instituto Nacional de Industria (INI) mostraban las ineficiencias del modelo nacional. 




			Contaré mi experiencia porque considero que es un buen ejemplo para entender cómo era la España de esa época. Después de ir de entrevista en entrevista por distintas empresas, hice las pruebas para entrar en uno de esos conglomerados que comentábamos. Empecé a trabajar en Enpetrol, empresa nacional de petróleo —fundamentalmente refinería—, y el proceso de fusiones hasta crear lo que hoy se conoce como Repsol incluía empresas con bajísima rentabilidad, balances ineficientes y gestión anquilosada. Tradicionalmente se usaba a empresas como Enpetrol, Endesa o Telefónica para «absorber» las empresas públicas quebradas y esconder los cadáveres bajo el manto del conglomerado. El proceso posterior de privatización, modernización e internacionalización cambió enormemente ese bucle ineficiente. 




			Eso era por el lado de la gran empresa. 




			En cuanto a la pequeña y mediana empresa (pyme) se mostraban problemas que aún hoy persisten, aunque han mejorado de manera relevante. Cuando me di cuenta de esas debilidades también pude comprender muchas de las sorprendentes afirmaciones que escuché en entrevistas de trabajo. 




			La mayoría de las pymes eran empresas familiares donde propiedad y gestión estaban mezcladas, dejando al riesgo del árbol genealógico la supervivencia de la compañía. 




			Además, las pymes eran fundamentalmente microempresas, con una tasa de evolución de pequeña a gran empresa muy baja. 




			Finalmente, la mayoría se dedicaban al turismo o la construcción. 




			Por eso es importante resaltar que la rápida adaptación de la economía española de un modelo agrícola a uno de servicios ha generado importantes desequilibrios que explican parte del problema del paro, entonces y hoy. 




			La economía española tenía un empleo dividido en un 38 por ciento agrícola, un 25 por ciento en industria, un 8 por ciento en construcción y un 29 por ciento en servicios a mediados de los años sesenta. Al llegar a 1985 esos porcentajes habían cambiado agresivamente de agricultura a servicios —turismo y pequeños comercios—, manteniéndose el resto de sectores. En 2014 el sector servicios suponía un 75 por ciento, y la agricultura y la industria habían caído al 5 por ciento y al 15 por ciento, respectivamente. La construcción, sin embargo, continuaba suponiendo un 6 por ciento del empleo, una ligera variación sobre el 8 por ciento de los períodos de los años sesenta, setenta, ochenta y noventa.8 




			¿Qué significa esto? La modernización de la economía española se ha llevado a cabo desde un cambio de patrón de crecimiento más cíclico y desplazando a trabajadores de baja cualificación de la agricultura hacia la construcción o el sector servicios sin el aumento de valor añadido y productividad visto en otros países de nuestro entorno. 




			En España hemos vivido esa transición de modelo junto con la pérdida de peso de una industria subvencionada, poco competitiva y técnicamente obsoleta. Sin fortalecer el emprendimiento, y por lo tanto, sujeto a los mismos vaivenes de una economía muy cíclica, el país ha contado con menos herramientas para acometer un ciclo negativo. De hecho, ante el pobre nivel de valor añadido y tecnológico, la baja productividad se solía suplir acudiendo a mayor endeudamiento. 




			Una de las cosas que más me sorprendió cuando empecé a trabajar fue el cambio de los sindicatos. Yo tenía una imagen casi idílica de los mismos, y había tenido el honor de conocer, por mis padres, a sindicalistas clásicos como Marcelino Camacho, Agustín Moreno o Nicolás Redondo. 




			Agustín Moreno, secretario de Acción Sindical de CC.OO., y José Folgado, posteriormente secretario de Estado de Presupuestos y Gastos y presidente de Red Eléctrica, me ayudaron mucho en la elaboración de un trabajo sobre la concertación social que hice para fin de carrera. Su visión sobre la labor de un sindicato era inspiradora. Ambos coincidían en entender la concertación social como diálogo entre empresa y trabajadores para crear un marco adecuado beneficioso para todas las partes con el mismo objetivo, crecer y prosperar. 




			Sin embargo, y sin menospreciar la labor de los sindicatos en defensa de los derechos de los trabajadores, cambiaron al aferrarse al viejo modelo industrial español y también han sido parcialmente responsables de mantener la rigidez del sistema laboral. Al centrarse en defender los derechos de sus afiliados y de los trabajadores ya contratados en sectores «estratégicos» y, posteriormente, lucrarse con el aumento del paro a través de los abominables «cursos de formación», dichos sindicatos han sido también promotores de un sistema laboral dual. El famoso empleo precario y temporal no es una mera coincidencia. No sólo es parte de una estructura empresarial frágil, como veremos luego. Sin una defensa sindical numantina de las rigideces en los sectores «defendidos», la calidad del empleo de todos sería mucho mayor. De hecho, la inflexibilidad de los sindicatos en el cenit de la crisis, negándose a desligar los salarios en los convenios colectivos del índice de precios al consumo (IPC), fue en parte responsable de los despidos masivos posteriores, según el Banco de España.9 




			Parte del problema es que han pasado de dar servicio a los trabajadores, afiliados o no, para ser clientes del Estado. En total, de acuerdo con el BOE, la cuantía de subvenciones recibidas por los sindicatos asciende a 8.883.890 euros.10 En los últimos años, las subvenciones a los sindicatos por el concepto de realización de actividades de carácter sindical se han reducido, pasando de los 15,78 millones en 2011 a los 8,88 millones en 2013 y 2014.11 




			Unos sindicatos que en 2011 cobraron 1.979 millones de euros por cursos de formación, 100 millones de euros en ayudas del Fondo Social Europeo y la aportación del Servicio Público de Empleo Estatal, 934 millones. En total, algo más de 3.000 millones para «formación». 




			¿Y por qué ha sido así? Con una red de empresas, tanto sociedades limitadas como anónimas, de más de 240 millones de euros de activos y beneficios anuales de 10 millones de euros, que han llevado a cabo expedientes de regulación de empleo y practican la misma temporalidad y precariedad que denuncian, los sindicatos mayoritarios se han convertido en parte del sistema rígido y clientelar que critican. 




			Existen muchos servicios, de asesoría jurídica, apoyo y coordinación, que los sindicatos ofrecen y que tienen un valor contrastable. Y si reconociesen la estructura empresarial del país como oportunidad para ayudar a pymes y autónomos, serían un factor determinante para acabar con el paro en España. Porque también han contribuido en aspectos muy positivos. Probablemente una de las reformas y mejoras más importantes llevadas a cabo en nuestro país haya sido el pacto de salarios 2012-2014 entre sindicatos y patronal. Un referente reconocido por muchos analistas externos. 




			 




			
La estructura empresarial de España 




			 




			Un gran empresariado con un componente clientelar relevante tampoco ayuda. En Japón lo llaman «los intereses especiales», y lo comentaremos en un capítulo aparte. 




			Una clase empresarial que ha venido en parte de la mano del Gobierno, invirtiendo en sectores rentistas o subvencionados, también se encuentra con enormes dificultades para acometer cambios estructurales. Ante una incertidumbre regulatoria, legislativa y macroeconómica, el empresariado caía en la tentación de acudir al Estado, convirtiéndose en su rehén a su vez. El que debe favores, luego no se puede quejar. Si añadimos que algunas organizaciones empresariales también reciben subvenciones por conceptos cuestionables,12 eso nos puede llevar al error de pensar que el malvado gran empresario es responsable del problema del empleo en España.13 Hasta que comprendemos que el 90 por ciento de las empresas, la mayor parte del empleo y valor añadido lo crean pequeños empresarios y autónomos. 




			Esto nos lleva a otros estereotipos mediáticos. El concepto de capitalismo ha sido siempre tan vapuleado principalmente porque lo confundimos con el mercantilismo. 




			 




			TABLA 1    Empresas por estrato de asalariados, representatividad y tasa de variación anual, 2013 


			

			 


			

			

  

  		

    	
Total 

    	%

    	
Tasa de variación 
interanual %


  


  

  

    	
Total   

    	3.119.310

    	100,0

    	–0,9

  


  

  

    	Sin asalariados   

    	1.672.483

    	53,6

    	–0,5

  


  

  

    	De 1 a 2 asalariados 

    	921.000

    	29,5

    	–0,2

  


  

  

    	De 3 a 5 asalariados 

    	284.612

    	9,1

    	1,4

  


  

  

    	De 6 a 9 asalariados   

    	110.819

    	3,6

    	–11,4

  


  

  

    	De 10 a 19 asalariados   

    	70.226

    	2,3

    	–5,4

  


  

  

    	De 20 a 49 asalariados   

    	38.157

    	1,2

    	–3,4

  


  

  

    	De 50 a 99 asalariados   

    	11.223

    	0,4

    	–4,4

  


  

  

    	De 100 a 199 asalariados 

    	5.753

    	0,2

    	–6,2

  


  

  

    	De 200 a 499 asalariados   

    	3.346

    	0,1

    	–3,0

  


  

  

    	De 500 a 999 asalariados   

    	942

    	0,0

    	6,4

  


  

  

    	De 1.000 a 4.999 asalariados   

    	646

    	0,0

    	0,5

  


  

  

    	De 5.000 o más asalariados   

    	103

    	0,0

    	2,0

  


  

  






		 


			

			Fuente: DIRCE 2014. 




			 




			Murray Rothbard, uno de los grandes representantes de la Escuela Austríaca, lo explica así: 




			 




			El mercantilismo, que alcanzó su máximo en la Europa de los siglos XVII y XVIII, era un sistema del estatismo que empleaba la falacia económica para construir una estructura de poder imperial, así como subsidios especiales y privilegios monopólicos para individuos o grupos favorecidos por el Estado. [...] Mientras que el capitalismo de libre mercado se basa en la interacción voluntaria de las partes y la libre competencia, sin injerencia estatal que favorezca a unos en detrimento de otros. 




			 




			En España, la mayoría de las empresas son todo menos oligopolios privilegiados. Mónica de Oriol, expresidenta del Círculo de Empresarios, comenta constantemente que la estructura empresarial de España debe cambiar, y cuando nos comparamos con otros países de nuestro entorno, no entender las diferencias en dicha estructura empresarial nos lleva a cometer siempre los mismos errores, fundamentalmente no entender el componente ultracíclico de su negocio y la fragilidad ante una crisis. 




			Cuando populistas e intervencionistas demonizan a empresarios y emprendedores y hablan de subidas eternas de impuestos, olvidan que: 




			 




			— Las pymes suponen más del 90 por ciento del tejido empresarial español. 




			— En 2014 España registraba 1,1 millones de pymes frente a sólo 4.188 empresas de gran tamaño. 




			— La mayoría de dichas pymes (1 millón) son microempresas de menos de 10 asalariados. 




			— A cierre de 2013, según el ICEX, más de 150.000 pymes eran exportadoras, una cifra récord que demuestra que el sector se adapta ante las dificultades. 




			— Adicionalmente, España cuenta con 1,5 millones de empresas sin asalariados, es decir, autónomos sin trabajadores a su cargo.14 




			— El 83 por ciento de las empresas de España tiene uno o dos empleados. El 53 por ciento, ninguno.15 




			 




			El empresariado español no es un club de élite. Son personas que trabajan muy duro y que encuentran constantemente escollos ante una burocracia y fiscalidad cada vez más onerosa. 




			Entre 1991 y 2004 tuve la oportunidad de ver lo difícil que es ser empresario viviéndolo desde mi experiencia en empresas donde participé. Mi socio Ángel solía decir: «Aquí se trabaja todos los días en que se paga alquiler e impuestos». La gran mayoría de las empresas de España, y que crean la mayor parte del empleo, ni se benefician de subvenciones ni reciben enormes favores de la Administración. Son empresas, como era la nuestra, que sufren y ríen con sus trabajadores, que ven muy lejano el mundo de los consejos de ministros y sólo miran el Boletín Oficial del Estado para saber cuánto les suben los impuestos locales, verdes, regionales, nacionales, directos e indirectos. 




			España sigue siendo uno de los países de Europa con las cotizaciones a la Seguridad Social más altas (28,3 por ciento), sólo por detrás de Italia (33 por ciento) y Portugal (34,4 por ciento). En Alemania, Francia, Suecia o Bélgica las cotizaciones fluctúan entre un 16 y un 20 por ciento. Éste sigue siendo un enorme escollo para la contratación y el empleo.16 En una nómina típica en España, las cotizaciones a cargo de la empresa y los impuestos suponen más del 50 por ciento del total. Por eso se deben suprimir módulos y hacer una contabilidad única trimestral (IVA, IRPF, Seguridad Social) para pymes con menos de 100.000 euros de facturación y seis trabajadores, que son la mayor parte de las empresas. 




			 


			

			



			No me gusta decepcionarme. Me gusta ganar. 




			 




			SAMMY HAGAR 




			


			

			 




			Adicionalmente, la cultura de la subvención en una parte de la patronal ha sido muy dañina. Y parte del cambio de mentalidad del empresariado español pasa por olvidar al Estado como garante de negocio, porque luego siempre decepciona y además convierte al emprendedor en rehén. La diferencia entre una deducción fiscal y una subvención es enorme. Una deducción fiscal promueve el crecimiento y la inversión cuando existe demanda y el negocio es viable. La subvención simplemente crea un «efecto llamada» falso, una demanda artificial desde la Administración. Por eso los sectores ineficientes siguen reclamando subvenciones años después de haberlas recibido. Recuerdo que Juana de Aizpuru, creadora de dos galerías, una feria y una bienal de arte contemporáneo, decía: «Yo no quiero subvenciones, quiero que me bajen el IVA». 




			Por un lado te suben los impuestos, no te pagan las facturas cuando eres proveedor de la Administración, y luego te «ayudan» dando subvenciones. Como decía Ronald Reagan: «Las palabras más peligrosas en la lengua inglesa son: “hola, soy del Gobierno y vengo a ayudar”». 




			Parte esencial de un empresariado independiente y crítico, además de creador de valor y empleo, es precisamente romper la cadena de favores. Cuando uno escucha a grandes empresarios norteamericanos criticar abiertamente al Gobierno desde sus conferencias públicas de resultados, sabe que esa independencia es positiva. Para el Estado y para el sector privado. 




			Para poder hacer lo que uno desea, con verdadera independencia, debe contar con dos armas: la responsabilidad absoluta y la menor cantidad posible de favores debidos. 




			Un Estado que ha ido creciendo de manera exponencial en las últimas décadas también impacta en la percepción del mercado laboral. Si de todas las crisis los empleados públicos salen relativamente reforzados con respecto al resto, y se aumenta la presión fiscal al emprendimiento y al trabajo para sostener el aparato burocrático, no es de extrañar que el ciudadano perciba que no merece la pena arriesgarse. 




			Eso mismo me ocurrió a mí, y a tantos compañeros de Empresariales. Y es parte del «cambio de chip» necesario para revertir la tendencia de la economía española de acudir a aumentar el paro o reducir salarios para mejorar la productividad. 




			Vamos a analizar estos puntos en detalle, pero a la hora de estudiar el mercado laboral tras una crisis tan profunda merece la pena recordar que: 




			 




			— No existe una sola economía en la OCDE que haya salido de la crisis desde el empleo fijo. Estados Unidos ha recuperado el nivel de empleo fijo de 2009 en 2015, los ingresos de la Seguridad Social tardaron años en recuperar los niveles de 2008, 15 Estados no han recuperado el empleo perdido entre 2008 y 2009. Y los salarios reales siguen estancados a niveles de 2009. 




			— Tenemos pendiente potenciar el autoempleo y el emprendimiento de una manera sólida e inequívoca para que el patrón de crecimiento no lo decida un comité —y se equivoque— sino la creatividad y la innovación. 




			— Las políticas contracíclicas fallidas de las distintas crisis, pero sobre todo de 2008-2009, han llevado posteriormente a enormes aumentos de impuestos para cubrir el agujero creado a base de tirar de la chequera en blanco, que hacen imposible que las empresas se lancen a contratar a tiempo indefinido y con contratos fijos. 




			— Las constantes amenazas políticas en materia impositiva y seguridad jurídica entorpecen la inversión a largo plazo y la creación de empleo indefinido. 




			— Se usa el problema del paro y la desigualdad para justificar mayor burocracia y más gasto. Ninguno de esos problemas se soluciona con más comités, observatorios, cursos y más gasto. Hemos llegado al incentivo perverso en el que algunos sindicatos y organizaciones empresariales se lucran cuando hay mayor desempleo porque gestionan más cursos. Se usa el paro para generar «clientes cautivos» dependientes de la subvención y de las migajas que reparte el comité de turno. 




			— La desigualdad no se soluciona interviniendo, se soluciona creando empresas y empleo. La desigualdad en España (índice de Gini) se situaba en el 30,7 por ciento en 2004 comparado con el 30,6 por ciento de los otros 27 países de la Unión Europea. Entre 2004 y 2011 dicha desigualdad se disparó un 11 por ciento mientras gastábamos en planes sociales, de estímulo, cheques-bebé y todo tipo de gastos «protectores». En el resto de la Unión Europea se mantuvo a niveles de 2004. 




			— La Unión Europea lleva gastando una media del 1 por ciento del PIB en planes de empleo y no sólo no ha mejorado la calidad y cantidad de empleo sino que, año tras año, se revisa al alza la «tasa natural de desempleo». 




			— Un problema de intervencionismo no se soluciona con mayor intervencionismo. Como ya me habrán leído mis lectores muchas veces. Es la libertad económica e individual la que trae prosperidad. 




			 




			Yo aprendí mucho sobre meritocracia, emprendimiento y soluciones reales para salir de la crisis en Reino Unido y Estados Unidos. Al compararlo con España me daba cuenta de que esa estructura empresarial, esa aversión cultural al emprendimiento, añadida a la bajísima transición de pequeña a gran empresa y a los escollos burocráticos y administrativos, son elementos esenciales para entender el paro en España. Y aspectos importantes a cambiar. 




			España tiene potencial para crear millones de empleos netos. Por eso hay que bajar impuestos ya y no entorpecer la creación de empleo. Se espera una creación de un millón de puestos de trabajo para 2014-2016, pero puede ser mucho mayor. 




			El empleo no va a venir de una Administración hipertrofiada que consume casi el 45 por ciento de los recursos del país (PIB) y donde el gasto en empleo público supone un 11,9 por ciento del PIB superando la media del conjunto de países desarrollados, del 11,3 por ciento. Eso sin contar asesores ni empleados de empresas públicas. Tampoco va a venir de las grandes empresas, que ya cuentan con una media del 20 por ciento de empleados superior a sus comparables europeos.17 Va a venir del autoempleo y las pymes. 




			¿Cómo acabamos con el paro? Los partidos políticos lo tienen claro, creando más oficinas de atención al emprendedor y observatorios del empleo. 




			Es raro el programa político que no tenga una de esas estupendas ventanillas u oficinas de atención al emprendedor, donde prácticamente se dedican a darte información impresa que ya está en internet y muchas veces te atienden personas que no saben de empresa. Es más bien una pérdida de tiempo, dado que para realizar gestiones de verdad tienes que acudir a los departamentos correspondientes de la administración competente. Y encima supone agrandar la Administración. 




			No. 




			Para reducir el paro hay que: 




			 




			— Fomentar el autoempleo. Crear empresas en 24 horas, como en tantos países; no ser uno de los países de la OCDE donde es más caro y lento montar una empresa. El tiempo necesario para poner en marcha un negocio en España es el doble que la media de la OCDE.18 Que los creadores de pequeños negocios y nuevas empresas no vean que el coste es inasumible con respecto al riesgo que ya supone su iniciativa empresarial. 




			— Incentivar a las pymes que crean el 70 por ciento del valor añadido del país. Bajar el Impuesto de Sociedades y las cuotas sociales para crear empleo. Las empresas españolas dedican un total del 58,6 por ciento de sus beneficios a pagar impuestos, según el Banco Mundial. 




			— Bajar cuotas a autónomos. Cercenar la inaceptable cuota de autónomos, que ha aumentado un 20 por ciento. Los trabajadores que hayan montado su propia empresa (administrador societario) y los autónomos con más de una decena de empleados a su cargo pagan una cuota mensual próxima a los 314 euros mensuales, inasumible en un entorno de incertidumbre y riesgo empresarial. 




			— Reducir impuestos a empresas. Que las nuevas empresas creadas no paguen cuotas sociales e impuestos hasta tener dos años de beneficios, como en Reino Unido. 




			— Cercenar de manera drástica las trabas burocráticas y la extremada complejidad legislativa de un país con diecisiete regímenes que se autojustifican creando centenares de normas entorpecedoras cada año. Cambiar los incentivos. Menos capataces para «parar y fiscalizar» y más facilitadores. 




			— Reducir IRPF para aumentar ahorro y consumo. Sí. Ahorro. Sin ahorro, y consumo posterior, la economía no se pone en marcha. Desincentivar el ahorro para sostener el PIB es una política errónea y peligrosa. El salario bruto de un trabajador se deduce un 47,3 por ciento en impuestos. 




			— Cortar gasto político y superfluo, subvenciones y excesos de burbuja. España ha aumentado el gasto público un 48 por ciento entre 2004 y 2009 y sólo lo ha reducido ligeramente un 5 por ciento desde 2010. Los que defienden «ser flexibles con el déficit» deben explicar cómo van a endeudar España más de 60.000 millones anuales, que es una locura. 




			 




			El problema del paro es muy importante, y resignarse no es una opción. 




			Los analistas económicos han ido aumentando la tasa de desempleo natural, como si no se pudiese hacer nada. 




			A pesar de haber reducido el paro a niveles de septiembre de 2010 y de que la OCDE estime que crearemos más empleo que los países de nuestro entorno, España sigue entre los países con mayor paro de la Unión Europea. 




			Además, en nuestro país se dan factores sorprendentes: 




			 




			— La mayoría de la población desarrolla toda su vida laboral a menos de 30 kilómetros de donde nació. 




			— En la vida laboral de una persona, ésta raramente cambia de trabajo más de tres veces. 




			— El 70 por ciento de los universitarios aspira a un puesto en la administración pública19 y menos del 7 por ciento crea su propio trabajo o empresa. 




			 




			Hemos entregado libertad y flexibilidad a cambio de una seguridad que ha desaparecido. 




			Mientras nos quejamos de precariedad y derechos, esperamos que la prosperidad y la independencia nos las de un empleador, a ser posible público. No va a suceder, y así nos encaminamos a ser esclavos del entorno. 




			¡Hay que acabar con esta dinámica de resignación! 




			Toca olvidar el concepto de «colocarse» y cambiarlo por el de «crearse». 




			España alcanzó un máximo del 27 por ciento de paro hace sólo dos años, y ha conseguido bajarlo hasta niveles de septiembre de 2010. Gane quien gane las elecciones generales de diciembre de 2015, la mayor tarea pendiente del próximo Gobierno será atajar el desempleo. 




			Las soluciones no van a venir de las mismas políticas de gasto inútil e intervencionismo que destruyeron millones de puestos de trabajo; se volverá a caer en los mismos errores. 




			«Si te va mal y haces lo de siempre, te irá mal, como siempre», decía Einstein. 




			Se puede hacer mucho más. Por eso he querido escribir este libro, aportar mi experiencia en distintos países y desmontar varios mitos y políticas erróneas que afectan a la creación de empleo y el crecimiento. 




			Tenemos las herramientas. 




			¡Acabemos con el paro! 




			

	  


	 	

	  

       




			1 
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Cómo aumentar el paro con políticas activas de empleo 


			

			



			Cuando te das cuenta de que para producir necesitas obtener autorización de quien no produce nada, tu sociedad está condenada. 




			 




			AYN RAND 




			


			

			 




			Cuando les comenté a mis hijos que estaba escribiendo un libro sobre el paro, Pablo, uno de ellos, me dijo: «Es fácil, construye ciudades fantasma enormes como los chinos y las llenas con la gente que sobre». Su hermano Jaime añadió: «Y te gastas todo el dinero». Aunque estaban de broma, no nos debe sorprender que en la Unión Europea contemos con niveles de desempleo muy superiores a Estados Unidos o Reino Unido y que a la vez se gasten enormes cantidades en «planes industriales» y en políticas activas de empleo. Se ha acudido tradicionalmente al Estado, en vez de al mercado, para crear empleo. Con resultados decepcionantes. 




			La Unión Europea gastó hasta un 3,5 por ciento de su PIB en planes de estímulo entre 2008 y 2010 (en España, entre otros, el tristemente famoso Plan E) y destruyó más de 4,5 millones de empleos. A esos planes de estímulo estatales se añadía un gasto anual en políticas activas de empleo que superaba el 1 por ciento del PIB. 




			Mientras que en la OCDE la media de gasto en políticas activas de empleo no alcanzaba el 0,6 por ciento del PIB, en Estados Unidos no llegaba al 0,15 por ciento, en España era del 0,9 por ciento en 2011 y en otros países, como Francia, superaba el 1,5 por ciento. 




			 




			TABLA 2    Presupuestos recientes de políticas activas de empleo en España 




			 


			

			

				

			

  		Líneas de actuación 

    	
2013
 (millones de euros)   

    	
2014 
(millones de euros)


    	
Coste unitario, en euros 
 (medias anuales)


    	

  


				

			

    	1. Servicios públicos de empleo, incluida la orientación laboral

    	85,7

    	42,7

    	Orientación laboral

    	71

  


  

  

    	2. Subcontratación de servicios incluida la orientación laboral

    	20,0

    	30,0

    	Orientación autoempleo

    	1.560

  


  

  

    	3. Formación 

    	1.940,5

    	1.896,0

    	Formación desempleados

    	1.444

  


  

  

    	   — Ocupados 

    	(921,3)

    	(919,0)

    	Formación ocupados

    	280-440

  


  

  

    	   — Desempleados 

    	(652,1)

    	(625,3)

    	Escuelas-taller

    	5.575

  


  

  

    	   — Escuelas-taller y Casas de oficios 

    	(256,0)

    	(242,9)

    	Talleres de empleo

    	12.445

  


  

  

    	   — Otros programas de formación (incluidos talleres de empleo)   

    	(111,0)

    	(108,8)

    	Fomento empleo entidades

    	13.458

  


  

  

    	4. Incentivos al empleo (bonificación de contratos)   

    	1.542,4

    	1.229,3

    	Fomento empleo corporaciones locales

    	21.950

  


  

  

    	5. Fomento del empleo de personas discapacitadas    

    	234,5

    	234,5

    	Programas experimentales

    	1.723

  


  

  

    	6. Creación directa de empleo (cooperación entidades y empleo agrario)  

    	274,9

    	261,7

    	

    	

  


  

  

    	7. Incentivos a la creación de empresas (autoempleo) 

    	51,0

    	0,6

    	

    	

  


  

  

    	8. Administración (personal) y partidas heterogéneas  

    	184,9

    	383,8

    	

    	

  


  

  

    	Total  

    	4.333,8

    	4.078,6

    	

    	

  


			

			




			 


			

			Fuentes: Felipe Sáez (profesor de Fundamentos del Análisis Económico, UAM) y FAES. 




			 




			La Unión Europea ha mostrado el error de recurrir al gasto público para solucionar el problema del paro. Un sistema de incentivos incorrecto lleva a que la tasa natural de desempleo suba y el paro no mejore. 




			Cuando miramos el desglose de las políticas activas de empleo no sorprende ver que casi la mitad se pierde en los tristemente famosos «cursos de formación» de sindicatos y patronal, que no han generado casi empleo y han sido fuente de numerosos casos de corrupción (por ejemplo, el «caso Edu», cuyos presuntos fraudes en los cursos ya ascienden a 2.000 millones de euros). 




			La formación es una de las asignaturas pendientes de nuestro sistema laboral. Si la empresa paga el 0,6 por ciento sobre la base de cotización y el trabajador el 0,1 por ciento, ¿no sería mejor que quien paga la formación sea quien decida?, ¿quién mejor que la empresa para conocer las necesidad formativa de sus empleados? 




			El Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE), que debería evaluar, hacer seguimiento y controlar el éxito de la formación, sólo contrata el 2 por ciento aproximado del empleo, mientras que las empresas de trabajo temporal alcanzan alrededor del 4 por ciento. 




			El fraude que se ha cometido, desafortunadamente, nubla los éxitos de aquellos organismos de fomento del empleo que sí han tenido un valor. 




			 


			

			



			¿Acabar con el salario mínimo? ¿Qué quieres, que acabemos como Suiza? 




			 




			Chiste 




			


			

			 




			Uno de los economistas más brillantes de nuestro tiempo, Olivier Blanchard,20 analizaba hace años las causas que explican el alto desempleo en Europa. 




			En las últimas décadas, el desempleo en Europa se ha situado sensiblemente por encima del de Estados Unidos. Esto se debe a varios factores. 




			El primer elemento que puede explicar este paro tan alto son las rigideces en el mercado laboral. Éstas recogen aspectos legales e institucionales como el salario mínimo, la prestación por desempleo, etc. Por un lado están los generosos seguros de desempleo que se cobran en Europa. La tasa de reposición, es decir, la ratio de prestación por desempleo dividido entre salario neto de impuestos, es generalmente elevada en Europa. Esto se suma a la larga duración de las prestaciones, que tiene varios efectos económicos. Se produce un efecto desincentivador de la búsqueda de empleo. Los salarios deben incentivar la productividad y el seguro de desempleo no debe ser un factor de rechazo al trabajo. Al crearse el efecto «no merece la pena buscar trabajo», se penaliza la movilidad, el cambio de sector, y ello impacta en la productividad. 




			Me viene a la cabeza en este momento la propuesta del partido político Ciudadanos de una «renta de compensación salarial». Al trasladar al Estado la diferencia entre lo que se considera «renta mínima necesaria» y el salario, lo que se hace es cargar al contribuyente los errores de competitividad de la economía, y conseguir el efecto perverso de subvencionar los sectores de baja productividad a cargo de los impuestos de los demás. Con ello no se soluciona un problema de patrón de crecimiento, sino que se perpetúan los sectores ineficientes y no se potencia el cambio de los trabajadores a áreas e industrias de mayor competitividad. 




			¿Recuerdan el problema de la minería en Asturias? ¿O el PER (subsidio agrario) en Andalucía? Son ejemplos adicionales de cómo los sistemas subvencionados no sólo no terminan con el problema del desempleo, sino que mantienen las ineficiencias. 




			En Asturias 4.000 mineros trabajan en un sector que recibió 478 millones de euros en subvenciones en 2014. Durante los últimos veintidós años el Estado se ha gastado 24.000 millones de euros en multitud de planes de rescate, reconversiones, becas, prejubilaciones, ayudas y demás programas públicos.21 Al menos se ha reconvertido a casi un 90 por ciento de la plantilla original —40.000 personas—, pero las subvenciones continúan. 




			El presupuesto anual destinado al PER en Andalucía ronda los 200 millones de euros, y cubre a unas 150.000 personas, el 3 por ciento de la población activa de la comunidad autónoma. Ese subsidio ha hecho imposible que esas personas se orienten a otros sectores de mayor productividad. Como decía Thomas Sowell, «el asistencialismo hace confortable la pobreza e impide poner en marcha mecanismos para salir de ella». 




			Después de treinta y siete años de políticas y gobierno socialista, la comunidad sigue teniendo la mayor tasa de paro de la Unión Europea, recibe más dinero por transferencias de otras comunidades que ninguna otra región, y no ha solventado sus desequilibrios. Más de tres décadas perdidas sin mejorar la productividad de la economía, una de las más bajas de España. 




			José Ignacio García Pérez, profesor de la Universidad Pablo de Olavide y miembro de Fedea, lo describe a la perfección: «El problema de la economía andaluza estriba en la baja cualificación de su mano de obra. Después de conseguir recortar mucho la tasa de analfabetismo en los años ochenta, el gap de formación con el resto de España sigue ahí. Y eso se traduce en trabajos y servicios de poco valor añadido y escaso capital tecnológico. En Andalucía se lleva veinte años hablando de cambiar el modelo, pero no se ha hecho nada por elevar el nivel educativo».22 




			Como consecuencia, el abandono escolar se produce en Andalucía dos años antes que en el resto de España. Los jóvenes dejan los estudios para ocuparse en la construcción, el turismo o el campo. Tan dependiente de esos sectores, el empleo se torna muy estacional, fácilmente sumergible en la economía B y altamente sensible a las épocas de vacas flacas. Lo cual convierte en normal que un andaluz trabaje por temporadas, alternando períodos de empleo con otros enganchados a las prestaciones de paro. A pesar de ello, es raro que los trabajadores cambien de municipio para buscar un puesto de trabajo. Sólo un 3 por ciento de los desempleados lo hace, la tasa más baja de España tal y como se recoge en los datos del INE.23 




			¿Cómo lo soluciona el estatismo intervencionista? Creando un comité. 




			En el caso andaluz, nada menos que 36 «observatorios»:24 




			 




			1. Observatorio del Flamenco. 




			2. Observatorio de la Internacionalización de la Economía. 




			3. Observatorio Andaluz sobre Drogas y Adicciones. 




			4. Observatorio Andaluz de la Publicidad No Sexista. 




			5. Observatorio Andaluz de Nuevas Tecnologías. 




			6. Observatorio de Participación Ciudadana. 




			7. Observatorio de Voluntariado. 




			8. Observatorio de la Calidad de Vida de los Andaluces. 




			9. Observatorio de la Infancia. 




			10. Observatorio de Política de Empleo. 




			11. Observatorio Argos. 




			12. Observatorio de Empleo Agrario. 




			13. Observatorio Andaluz contra la Violencia de Género. 




			14. Observatorio Andaluz para la Calidad de e-learning. 




			15. Observatorio Andaluz de Enfermedades Profesionales. 




			16. Laboratorio-Observatorio de Riesgos Psicosociales. 




			17. Observatorio de Riesgos Laborales. 




			18. Laboratorio-observatorio de I+D+I en Prevención RR.LL. 




			19. Observatorio Andaluz de Prácticas Innovadoras. 




			20. Observatorio Andaluz de Seguridad del Paciente. 




			21. Observatorio de Salud y Medio Ambiente. 




			22. Observatorio de la Vivienda. 




			23. Observatorio del Agua. 




			24. Observatorio para la Calidad de la Formación en Salud. 




			25. Observatorio de RR. HH. en el Sector Turístico de Andalucía. 




			26. Observatorio de la Lectura. 




			27. Observatorio Turístico del Interior de Andalucía. 




			28. Observatorio del Deporte Andaluz. 




			29. Observatorio para la Convivencia Escolar. 




			30. Observatorio Permanente Andaluz de las Migraciones. 




			31. Observatorio de Cooperación Territorial de Andalucía. 




			32. Observatorio de la Movilidad. 




			33. Observatorio de Logística. 




			34. Observatorio Territorial. 




			35. Observatorio para la Mejora de Servicios Públicos. 




			36. Observatorio de Precios y Mercados. 




			 




			Ninguno de estos «observatorios» ha ayudado a cambiar un modelo de alto paro, precario y de baja competitividad. De hecho, lo ha perpetuado. 




			Una fiscalidad depredadora tampoco ayuda. Según datos del informe del Think Tank Civismo Día de la Liberación Fiscal 2015, en 2015 el Impuesto sobre la Renta (el tramo estatal más el autonómico) va del 22 por ciento al 49 por ciento. De este modo, en Andalucía el trabajador medio paga 3.395 euros en concepto de IRPF, 120 euros más que la media nacional.25 Además, en 2015, Andalucía mantuvo el Impuesto sobre la Venta Minorista de Hidrocarburos en el máximo permitido, 4,8 céntimos por litro, y el Impuesto sobre el Patrimonio con tipos impositivos que van del 0,24 al 3,03 por ciento. Finalmente, el Impuesto de Circulación y el IBI se mantienen sin cambios significativos. 




			Las cinco regiones con mayor tasa de paro de la Unión Europea son españolas, con Andalucía a la cabeza. Son también regiones donde, año tras año, década tras década, se ha perpetuado un modelo de baja competitividad y precariedad desde el asistencialismo.26 




			Otra rigidez que se presenta en el mercado laboral europeo es el alto grado de protección al empleo, es decir, los costes de despido en que incurren los empresarios a la hora de reducir su plantilla, que incluyen desde las indemnizaciones, la necesidad de justificar despidos y la posibilidad de que los trabajadores apelen y tengan que ser readmitidos. Aunque estas medidas puede que cumplan el propósito de reducir los despidos, también desincentivan la contratación de nuevos empleados ya que incrementan los costes para las empresas, que se ven obligadas a reducir las contrataciones. Los datos sugieren que aunque estas políticas no aumentan el paro, sí cambian su naturaleza. La rotación de trabajadores en paro se reduce pero el período de desempleo aumenta en su duración. Este paro de larga duración tiene efectos adversos sobre los trabajadores ya que ven como disminuyen sus habilidades a la vez que se mina su moral. 




			El salario mínimo es otra rigidez del mercado laboral europeo. En algunos países su cuantía se aproxima a la del salario mediano. Provoca que los trabajadores de menor formación muchas veces se queden fuera del mercado dado que su baja productividad no justifica el salario que deben percibir. 




			Al crear un salario mínimo se altera la demanda de la fuerza laboral, haciendo ineficiente el mercado de trabajo. Básicamente se crean más parados (el llamado deadweight loss),27 y se consigue que algunos trabajadores que estarían dispuestos a trabajar por menos dinero por diversas razones —flexibilidad, compensación— no tengan acceso a ese trabajo. 




			Y el hecho de que haya beneficios empresariales no debe lanzar los salarios a la estratosfera, porque se convierte en un mayor problema a largo plazo. 




			Cuando se habla de beneficios de una empresa, la idea generalizada es que se vea como algo malo. Como dijo Elon Musk, «el beneficio es una señal de que el consumidor se beneficia más de lo que está comprando que lo que cuesta la producción». Es decir, se crea valor añadido. Los beneficios de esas empresas luego son reinvertidos, y así añaden más valor a la sociedad, y crean más empleo. Por ello es más lógico mantener moderación salarial a pesar de tener beneficios, porque a largo plazo crea mayor y mejor empleo. 




			«Nadie puede hacerse rico sin enriquecer a otros», dijo Andrew Carnegie. 




			Debemos entender que existe una relación entre la evolución de los costes laborales y del empleo. Durante la crisis, en España, se ha podido comprobar que en aquellos sectores donde se registró una moderación salarial, la destrucción de empleo fue menor, llegando algunos a crear puestos de trabajo a pesar del entorno económico desfavorable. De esto se deduce que si la economía española hubiera afrontado la crisis con una mayor flexibilidad salarial, probablemente la destrucción de empleo hubiera sido menos intensa que la registrada. 




			El gráfico siguiente ilustra cómo un crecimiento de los salarios muy superior al de la economía —comparando España con Alemania— no sólo erosiona la productividad y la capacidad de afrontar la crisis, sino que no mejora la renta disponible de los trabajadores a medio plazo, que sufren la reducción de salarios generalizada cuando salta la crisis y las empresas entran en una espiral de pérdidas y quiebras. 


			

			 




			GRÁFICO 1    España: PIB, empleo y remuneración por asalariado. Tasa var. anual en % 
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			Fuentes: INE y Servicio de Estudios CEOE. 




			 




			GRÁFICO 2    Alemania: PIB, empleo y remuneración por asalariado. Tasa var. anual en % 
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			Fuentes: INE y Servicio de Estudios CEOE. 


			

			 




			Así, el III Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva (AENC)28 suscrito en España fija unas recomendaciones en materia salarial e indica expresamente que «los negociadores deberán tener en cuenta las circunstancias específicas de su ámbito» (sector, empresa) «para fijar las condiciones salariales». 




			Y moderación salarial no implica sueldos bajos. Significa que se mantenga o aumente la productividad. Recordemos que el salario es la remuneración de la productividad generada, no un número aleatorio decidido por un comité. 




			El profesor Jesús Huerta de Soto lo explica: «Hemos de señalar como leyes económicas más importantes relacionadas con el factor trabajo, en primer lugar, la ley de la oferta y la demanda, y, en segundo lugar, la que asevera que el salario está determinado por el valor descontado de la esperada productividad marginal del trabajo. La primera ley indica que, a igualdad de circunstancias, un aumento de la demanda de determinados servicios del factor trabajo tiende a aumentar el salario pagado por éstos, mientras que un aumento de la oferta tiene efectos totalmente opuestos. La segunda ley es de gran trascendencia, y dice que al trabajador se le paga el valor íntegro de lo que produce, pero calculando dicho valor en aquel momento en que se efectúe el trabajo y no cuando se ha completado temporalmente el proceso de producción».29 




			De hecho, los países sin salario mínimo suelen tener menos paro y mejores sueldos.30 Y a su vez, países como Venezuela han subido hasta 41 veces su salario mínimo para quedar por debajo de los 12 dólares mensuales.31 




			Dinamarca, Austria, Noruega, Islandia, Suecia o Finlandia son ejemplos de países sin dicho salario mínimo y con flexibilidad absoluta en el mercado laboral, incluido el despido prácticamente libre en Dinamarca. Recuerden esto cuando los populistas les digan que su «modelo» es el nórdico. 




			 




			
Subir salarios no protege 




			 




			La última rigidez que se presenta es el proceso de negociación de salarios mediante convenio. Los convenios alcanzados entre sindicatos y algunas empresas se extrapolan y aplican a todas las empresas del sector. Esto fortalece la posición negociadora de los sindicatos ya que reduce las posibilidades de competir de las empresas no sindicalizadas. 




			Por ejemplo, entre 2008 y 2013 los salarios en España, decididos en gran parte a través de convenios, tardaron en reaccionar frente a la debilidad creciente de la economía, mostrando crecimientos significativos en los primeros años de la recesión y llevando a muchas empresas a tener que cerrar ante los costes crecientes, por lo que el ajuste en el mercado laboral español se produjo a través de una fuerte destrucción de empleo. 




			De hecho, entre los años 2007 y 2011 casi 3,5 millones de ocupados perdieron su empleo. Y la tasa de paro escaló desde el 8 por ciento hasta el 23 por ciento en dicho período. Mientras, los incrementos salariales pactados en convenios colectivos alcanzaron el 4,2 por ciento y el 3,6 por ciento en 2007 y 2008, respectivamente, con una media del 2,9 por ciento en el período 2007-2011.32 Esa desproporción entre salarios y situación económica es una de las rigideces que, pareciendo «protectora», es en realidad destructora de empleo. Por no revisar los salarios a tiempo, en medio de una crisis, se destruye más empleo aún. 




			Por ello, una de las claves para acabar con el paro es modernizar los convenios colectivos, orientándolos a la realidad de una empresa cíclica, exportadora y de servicios. 




			Imaginen estos casos. Usted ha montado una guardería, tras meses de arduo trabajo y contratación... Un día llaman a la puerta de su local: «Hola, soy del sindicato X. Éste es el convenio colectivo número 5.87933 y hemos incluido una nueva prestación para los trabajadores de escuelas infantiles. A partir de ahora se considera un trabajo de riesgo y por lo tanto debe contratar un seguro de vida para todos ellos».34 Cuando se lo cuenta a sus empleados, ellos alucinan, pero ni ellos ni usted tienen libertad de omisión, así que cada uno con su seguro de vida, y por supuesto, la decisión de contratar a uno nuevo desaparece, si es que no se decide despedir a los que no se les puede pagar el seguro. 




			Otra situación clásica de la negociación colectiva en las Administraciones Públicas es la siguiente: «Se reúnen los trabajadores en el cuarto del café 35 y habla el líder: “Bueno, hay que negociar el convenio, ¿qué pedimos? Yo había pensado que nos paguen los intereses de nuestras hipotecas. O que nos den una bolsa de vacaciones de 900 euros”. Y otra, madre de tres hijos: “También que nos den ayudas para el material escolar”. Y esto se aprueba “sí o sí” o “la montamos”». Y así, el sector privado sufre cada vez más pero los empleados públicos tienen bolsa de vacaciones, gafas y dentistas pagados, etcétera. 




			No es casualidad que las economías donde estas rigideces y el esfuerzo fiscal36 son mayores sean también aquellas en las que mayor economía sumergida y precariedad se genera. 




			La economía suele estar sumergida cuando la presión impositiva imposibilita la supervivencia de las empresas y negocios en el marco legal. Los márgenes son tan bajos y los costes de mantenerse en la legalidad tan onerosos que simplemente no pueden «emerger». Sin embargo, los negocios de bajos márgenes, muy estacionales o volátiles, siempre salen a la luz de la legalidad cuando la carga impositiva es baja y reconoce el carácter cíclico de sus actividades.37 Por eso hay que combatir la economía sumergida desde una combinación de mejoras fiscales para todos y de actividad inspectora. 




			No obstante, el paro no siempre ha sido mayor en Europa que en Estados Unidos. 




			Los cuatro mayores países de la Europa Continental tenían tasas de paro inferiores a la de Estados Unidos en la década de los sesenta, cerca del 2-3 por ciento. Hoy los mismos países tienen una tasa de desempleo en torno al 8-9 por ciento. Una hipótesis es que las instituciones han cambiado; sin embargo, ésta no parece cierta ya que, aunque es verdad que a raíz de las crisis del petróleo de los años setenta los gobiernos europeos se volvieron más generosos en cuanto a la cuantía y duración de las prestaciones por desempleo, en los años sesenta el nivel de protección social en Europa era ya mucho mayor que en Estados Unidos y no obstante la tasa natural de desempleo era menor. 




			Una explicación que parece ser más convincente es que algunas instituciones del mercado laboral pueden ser benignas en algunas situaciones, en otras pueden ser muy costosas. Por ejemplo, en el caso de la protección del empleo, si la competencia entre empresas es limitada, la necesidad de ajustar el tamaño de la plantilla en esas empresas también lo será y el coste de la protección de empleo será limitado también. Pero si la competencia aumenta, independientemente de que sean empresas nacionales o extranjeras, el coste de no poder ajustar la plantilla rápidamente puede provocar que las empresas pierdan su capacidad de competir y tengan que cesar su actividad. 




			Países como Reino Unido o Irlanda tienen mercados laborales más flexibles y más parecidos al de Estados Unidos. Los Países Bajos y Dinamarca son países con elevadas prestaciones por desempleo... pero con flexibilidad total. El despido en Dinamarca es prácticamente gratis en casi todos los casos y el salario mínimo interprofesional no se impone por ley. 




			¿En qué se parecen estos países con menores tasas de desempleo? En contar con altos índices de libertad económica 38 y facilidad para crear empresas.39 De hecho, los países con menores niveles de paro se encuentran entre los 10-20 mejores en dichos índices, que publican la Heritage Foundation y el Banco Mundial. No es casualidad. 




			Más empresas, más facilidades para contratar, menos paro. 




			Más intervención sólo crea mayor burocracia. 




			España se encuentra en el puesto 33 en cuanto a facilidad para crear empresas, según el Banco Mundial. Dinamarca en el cuarto puesto, Noruega en el sexto. Irlanda en el decimotercero y Estados Unidos y Reino Unido se encuentran en los puestos séptimo y octavo, respectivamente. Un factor diferencial esencial. 




			En cualquier caso, una adecuada protección social es compatible con un bajo desempleo siempre que se administre de manera eficiente, es decir, que no suponga un desincentivo al empleo. Los subsidios por desempleo pueden ser generosos siempre que, a la vez, se obligue a aceptar trabajos si están disponibles, como ocurre en los países nórdicos. De otra manera, el subsidio se convierte en un incentivo negativo. La protección ante el despido es también consistente con un bajo desempleo si las trabas burocráticas y legislativas para reducir plantilla no son excesivas. Países como Dinamarca han sido capaces de combinar una protección social adecuada con un proceso administrativo y legal simple y eficiente, añadido a los incentivos suficientes para que los empleadores creen puestos de trabajo. 




			España gasta casi 40.000 millones de euros anuales en políticas de empleo activas y pasivas, el 3,6 por ciento del PIB. Las políticas activas buscan ayudar al desempleado a encontrar un trabajo (el 22 por ciento del total) y las pasivas a protegerlo durante el tiempo que se encuentra parado (el 78 por ciento del total). 




			En la Unión Europea se gasta el 1,97 por ciento del PIB en la combinación de políticas activas y pasivas. El índice de paro es del 9,7 por ciento. Unos 26 millones de parados.40 




			Claramente hay un problema de ineficacia en ese gasto, que triplica al de otros países de la OCDE. 




			No es que no sea necesario mantener un nivel de protección y apoyo, pero algo estamos haciendo muy mal cuando gastamos más que nadie y destruimos más empleo. 




			¿Se imaginan cuánto empleo se crearía si en vez de dedicar esos miles de millones a subvenciones y gastos estatales se redujesen impuestos y trabas burocráticas a los creadores de empleo? No es difícil hacer una regla de tres y entender que reduciendo la presión fiscal en Europa un punto de PIB se crearía al menos un 30 por ciento más de empleo. Y esto supone ser muy conservador, y no asumir mayor número de creación de empresas. Por supuesto, no es una ecuación lineal, pero lo que Blanchard y muchos economistas muestran es que el incremento exponencial de gasto ha tenido resultados poco positivos. 




			Por lo tanto, se puede afirmar que en los casos europeos y el específico español, la protección y los planes activos de empleo no son variables que hayan creado mejoras en el mercado del trabajo ni expliquen su evolución, que hay factores de política económica y legislación laboral mucho más relevantes y, por lo tanto, el gasto en planes de empleo no puede utilizarse como objetivo para solucionar los problemas de paro en Europa. 




			Como decía Ronald Reagan, «el éxito de los programas de protección social no debe medirse por cuánto se gasta, sino por el número de personas que no los necesitan». 
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